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porcentaje, y mantenierido los demás pronunciamientos de las 
resoluciones impugnadas; no hacemos especial declaración so­
bre las costas causadas.

Así por esta nuestra sentencia, que se Dublicará en el ”Bole 
tín Oficial del Estado” e Insertará en la "Colección Legisla 
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 2? 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3 C de la Orden del Ministerio de Defensa núme 
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de abril de 1984 —P. D.. el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

15401 ORDEN 111/00747/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 de ju­
nio de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Juan José Palao Lencina, 
ex Cabo de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre parte6, de una como demandante, don Juan José 
Palao Lencina, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra las resoluciones de] 
Ministerio de Defensa de 2 de febrero y 26 de marzo de 1982, 
se ha dictado sentencia con fecha 20 de junio de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso contencioso adminis­
trativo interpuesto por don Juan José Palao Lencina contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 2 de febrero y 26 de 
marzo de 1982, dictadas en el expediente administrativo a que 
se refieren estas actuaciones, resoluciones que revocamos por 
no conformarse a derecho, declarando en su lugar la proceden­
cia de aplicar al recurrente los beneficios inherentes deriva­
dos del Real Decreto-ley 6/1978. Sin imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo tercero de la Orden del Ministerio de De­
fensa número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid, 2 de abril de 1984 — P D el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejercito
(JEME).

15402 ORDEN 111/00748/1984, de 2 de abril, por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 19 de di­
ciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por doña María Concepción 
Baraibar López, huérfana de don Emilio Baraibar 
Velasco, Teniente Coronel de la Guardia Civil.

Excmo. Sr : En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña María 
Concepción Baraibar López, quien postula por sí misma, y de 
otra, como demandada, la Administración Pública, representada 
y defendida por el Abogado del Estado, contra las resoluciones 
del Ministerio de Defensa de 24 de marzo y 12 de ¡unió de 1981, 
se ha dictado sentencia cor fecha 19 de diciembre de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por doña María Concepción Baraibar 
López, huérfana de don Emilio Baraibar Velasco, contra las re­
soluciones del Ministerio de Defensa de 24 de marzo y 12 de 
junio de 1981, por las que se declaró la inadmisibilidad de la 
instancia presentada por la recurrente en solicitud de los be­
neficios del Real Decreto-ley 6/1978, debemos anular y anulamos 
las expresadas resoluciones impugnadas, por su disconformi­
dad a derecho; y, en su lugar, debemos declarar y decía, amos

que procede que por la Administración demandada 6ea admitida 
a trámite la referida solicitud; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales, junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo tercero de la Orden del Ministerio de De­
fensa número 54/1982 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de abril de 1984.—P D.. el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejército
(JEME).

15403 ORDEN 111/00749/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 30 de noviembre 
de 1983 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Feliciano Galán Benavente, Sar­
gento de La Guardia Civil.

Excmo. Sr.¡ En el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Feliciano Galán 
Benavente, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra los acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 31 de julio de 1979, 12 de diciembre de 1979 
y 26 de noviembre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 30 
de noviembre de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, aceptando el allanamiento de la Adminis­
tración, estimamos el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Feliciano Galán Benavente contra los acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 31 de julio de 1979 
y de 12 de diciembre de 1979 y 26 de noviembre de 1980, los que 
anulamos por disconformes a Derecho en cuanto fijan el por­
centaje determinante de la pensión de retiro, y en su lugar de- 
 claramos el derecho del recurrente a que se le fije nueva pen­
sión en el 90 ñor 100 del regulador, ratificando las demás decla­
raciones de los acuerdos impugnados, sin imposición de fas cos­
tas causadas en este proceso.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa", 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla .en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid, 28 de marzo de 1984 —P. D„ el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar (JEME).

15404 ORDEN 111/00750/1984, de 2 de abril, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 2 de febrero 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Gregorio López García, Brigada 
de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Gregorio López Gar­
cía, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abogado 
de! Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de Justicia 
Militar de 29 de noviembre de 1979 y 13 de julio de 1982, se ha 
dictado sentencia con fecha 2 de febrero de 1984, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mili­
tar de 29 de noviembre de 1079 y 13 de julio de 1982, disponiendo 
que se efectúe nuevo señalamiento de la pensión de retiro del 
recurrente don Gregorio López García con el porcentaje del 90


